Appendix 4

The La Paz concession five years on – elements in need of evaluation

This analysis is based on El Alto as it is the poorest section of the concession and a social movement developed here to challenge Aguas de Illimani. The paper outlines the make up of the company, identifies the key players involved in the debate over the concession’s success or failure and examines their interests.

Interested parties:

· World Bank via IFC (see separate paper, appendix 13)

· Jorge Quiroga, who took over from Banzer as president, was linked to the consortium that owned Aguas de Illimani through his connections with the Mercantile Bank. Questions are raised in the paper about the extent to which these interests contributed to his opposition to the introduction of Law 2066

· Aguas de Illimani’s main concern into the next year period was their failure to meet projected profits during the first five years. This is blamed largely on over estimates of expected increases in consumption in the El Alto region. The support for new extensions via the cheaper condominial system and an emphasis on densification rather than new connections reflect a concern to cut costs in the light of the first five years.

· Other actors include the employees who are share holders of a small percent of the business shares and the water regulator. The role of SAMAPA, the remaining part of the original municipal company in charge of a section of the building and infra structure, is also described. This group is highly critical of the financial package negotiated by Aguas de Illimani suggesting that they have received the buildings and infra structure very cheaply with few requirements to invest for the future. 

· The interests of HAM El Alto and various neighbourhood organisations and unions (COR/FEJUVE) are examined. The analysis suggests that there was general agreement among local organisations on the lack of support for the condominial system and the issue of low consumption rates is discussed from a user perspective

The paper outlines the methods of investment and discusses debates about metering, risk and environmental management issues and problems associated with the confidentiality of information about the concession and the company. This lack of transparency also feeds into a general culture of a lack of real consultation with users.
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Introducción
Luego de la Guerra del Agua de Cochabamba, se ha generado un ambiente de incertidumbre respecto a la concesión de La Paz; en noviembre del pasado año hubo un movimiento contra la empresa Aguas del Illimani, que podría volver a repetirse, particularmente en El Alto alrededor de la negociación, en enero del 2002, del próximo quinquenio, como establece el contrato de concesión.
El presente texto analiza algunos aspectos críticos del contrato de concesión, a la luz de esta negociación, y muestra las ventajas que brinda al concesionario para el desempeño de sus actividades. Son apuntes preliminares, concentrados fundamentalmente en la ciudad de El Alto, y por tanto requieren mayores evidencias y profundización del análisis. 
El documento forma parte de la investigación realizada por el CESU y la Universidad de Newcastle sobre LOS CONTEXTOS CAMBIANTES PARA EL DESARROLLO DE INICIATIVAS EN FAVOR DE LOS POBRES (PRO-POOR) A TRAVÉS DE CONCESIONES DE AGUA; El estudio consiste en un estudio comparativo entre las experiencias de concesión de las companias de agua potable en La Paz-El Alto  y Cochabamba, buscando comprender el grado en el que estas concesiones han afectado en las posibilidades de acceso a los sectores mas pobres de ambas ciudades.. 
1. Los actores en sus intereses y posiciones
La concesión con el consorcio “Aguas del Illimani SA” (AISA) empezó en julio de 1997; tiene una duración de 30 años, con un volumen de aprovechamiento de 4875 litros/segundo.
En enero del próximo año se cumplen 5 años de la concesión, fecha en la cuál, según el contrato, deben negociarse las metas de expansión, y en función de aquello, negociar el incremento de tarifas, hasta en un 25% (numeral 13.3.2.). 
Existió un incremento previo de 57.7% en la categoría domestica, 17,88% en la Comercial y 21 % en la Industrial. Aunque se establece que las tarifas deben ser “justas y equitativas” (10.2.2.), los principios que guian la elaboración de las tarifas son eficiencia económica, viabilidad financiera, simplicidad y transparencia; es decir, criterios económicos y de ganancia; lo social esta ausente. De esta manera, antes de la concesión existía una tarifa básica hasta 10 m3, hoy se cobra por m3 consumido, ignorando criterios de solidaridad y equidad. Por otro lado, las tarifas estan indexadas al dólar americano, según el primer día del periodo de facturación (anexo 10. Numeral 1.4.). 
Por último, en la categoria comercial se incluyen a usuarios oficiales, públicos y estatales; entre ellas se encuentran escuelas, cuarteles, areas verdes. Luego de negociaciones, el pasado año se logró una rebaja para algunos de estos usuarios (escuelas).
Lo relevante es que no se considera la participación de los usuarios en la revision tarifaria. Directamente es una negociación entre Super y Concesionaria (Anexo 10; numeral 3.2.). A pesar de ello, actualmente se realizan reuniones preparatorias con participación de las organizaciones populares y los municipios de ambas ciudades.
Con el antecedente de la “Guerra del Agua” cochabambina, la negociación de Enero es un tema caliente, que puede generar nuevos escenarios de conflicto. En esta negociación existen diversos intereses en juego:
AISA. Originalmente la estructura societaria estaba compuesta por:
Lyonnaise des Eaux (hoy denominada Ondeo, Francesa) 35% 
Bolivian Investment Corporation S. A. (BICSA, boliviana) 20%
Arousa S.A. (Argentina) 10%
Sociedad Comercial del Plata S. A. (Argentina)(18%)
Meller S. A. (Argentina) (12%)
Consultora Nacional (CONNAL S.R.L. Boliviana) (5%)
Fuente: Superintendencia de Aguas, 1997: Anexo 8
Pero, modificaciones posteriores muestran la siguiente composición:
	Empresa o Sector
	%

	Lyonnaise des Eaux (hoy llamada Ondina)
	  54 

	Bolivian Investment Corporation (BICSA)
	  22

	Inversora en Servicios S.A.
	    9 

	CONNAL S.A.
	    5 

	Trabajadores de Aguas del Illimani (c/ más de dos años de antigüedad)
	    2 

	International Finance Corporation (IFC)
	    8 

	TOTAL
	100


     Fuente: La Prensa 9-III-01
En estos cambios se deben destacar dos aspectos:
1) La incorporación del Banco Mundial como socio del consorcio, a través de una de sus agencias, la International Found Corporation (IFC). Porque el IFC se involucra directamente como socio en un consorcio privado? Fundamentalmente para dar buenas señales a las compañias  inversionistas y brindarles un nivel de seguridad de sus propias inversiones; una suerte de “sello de aprobación” en países considerados de riesgo (K. Bakker, comunicación personal). 

Este aspecto es fundamental pues la participación del IFC, como socio de Aguas del Illimani se oficializa en abril del 2001, es decir luego de la “Guerra del Agua” de Cochabamba. Con el conflicto, tanto el gobierno boliviano como la cooperación internacional habían mostrado su preocupación por el posible alejamiento de la inversión extranjera en el país, debido al temor a revueltas como la de Cochabamba. Como decía el ministro de Comercio Exterior, Carlos Saavedra, en los momentos del conflicto de Cochabamba: “Las medidas de presión sólo buscan hacer escapar inversionistas, más aun cuando son de consorcios que tienen la voluntad de trabajo e inversión en la región. Con este tipo de acciones se pone en duda la imagen del gobierno y su legitimidad para hacer cumplir disposiciones legales" (periódico Opinión 11/I/00 10A). Asimismo, existieron intentos por crear una Coordinadora del Agua en El Alto (Laurie 2000), con apoyo de la misma Coordinadora de Cochabamba
, contra la concesión paceña. Además, el Banco Mundial había mostrado gran interés por la concesión, como ejemplo a seguir (Komives, 1999). Por ello, era necesario apoyar la concesión de La Paz, y dar la seguridad necesaria a los inversionistas.
Pero, esta participación pone en duda la imparcialidad del Banco Mundial como organismo multilateral independiente, y la transparencia del proceso de transferencia de las empresas de agua potable y alcantarillado sanitario al sector privado como mecanismo para resolver los problemas de acceso de los sectores más pobres al servicio. Este hecho puede generar precedentes peligrosos en otras regiones, desconfianza entre los usuarios y sectores críticos a la privatización, visibilizando por tanto escenarios de conflictos sociales, como el de Cochabamba (Crespo, 2001).
2) La opción a los trabajadores para ser parte de la empresa con acciones (hoy tiene 2%). Esta medida está orientada a dar la imagen de un capitalismo moderno, donde los trabajadores tambien son protagonistas de la gestión. Pero, con el 2% que capacidad de decisión tienen?. El ejemplo inmediato es que a pesar que al inicio de la concesión AISA había prometido no despedir ningun empleado de los 600 que entonces tenía (26-VII-97), en noviembre del 2000 se tiene registro del despido de 94 trabajadores, hecho que generó un conflicto social; actualmente funciona con 395 trabajadores. De esta manera, el número de empleados por cada 1000 conexiones en AAPP y alcantarillado baja, de 2,07 emp/1000 conexiones a 1,11 (SSBA 2000), un indicador de eficiencia fundamerntal en este tipo de concesiones. 
Por otro lado, existen varias señales de la presencia de intereses económicos del hoy presidente Jorge Quiroga en el consorcio, a través de una de las empresas bolivians ligadas al Banco Mercantil, asi como de gente vinculada al MNR. Así se explicaría el acuerdo interpatidario al cuál se llegó en octubre de 1999, para aprobar en una sesión maratónica, la conflictiva Ley 2029 de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, origen directo para la guerra del Agua de Cochabamba. Estos temas aún estan siendo investigados, en un trabajo casi detectivesco, por la escasez de fuentes al respecto.
Desea negociar el incremento de tarifas, pero preferiría que esta sea solo con la Superintendencia sin acceso público; además considera que se la debe realizar con la normativa anterior a la Ley 2066. De hecho la empresa ha mostrado su oposición a las modificaciones a la Ley 2029 y el posterior Reglamento concertado con la Coordinadora, particularmente en los aspectos de 
· Indexación de la tarifa al dolar americano. En diciembre 2000 sugería una compensación por la supresión de la indexación, además de modificar las categorías de consumo.
· Consulta con sociedad civil de estructuras tarifarias. La Ley 2066 establece que las tarifas deben ser consultadas con las organizaciones de la participación popular, previo a su aprobación.
AISA y el BM habrían bloqueado la aprobación del Reglamento de la Ley 2066, por lo menos hasta que culmine la negociación del nuevo quinquenio.
Una de las grandes preocupaciones de la empresa es el bajo consumo de la población en El Alto. Mientras en la ciudad de La Paz el consumo es de 140 lts/hab/día, en El Alto es solo de 44 lts/hab/día. La vivienda tipo en El Alto solo posee un punto de agua, normalmente en el patio, sin instalaciones sanitarias. Atribuyen a factores socioculturales ("los aymaras no tienen costumbre de bañarse, por el frio"), pero todo apunta a que son razones socioeconónomicas no tomadas en cuenta por el consorcio cuando realizaban sus estudios de proyección del consumo:
· Un mayor consumo les implica un gasto extra, que la crítica economía alteña no podría soportar (El Alto se halla entre lqas ciudades con mayores índices de pobreza en el país). Adicionalmente, instalar una ducha implicaría pagar por el consumo de energía eléctrica.
· El Alto es una ciudad dormitorio, pues sus actividades, tanto de hombres como de mujeres, las desarrollan en La Paz o fuera de la vivienda, particularmente comercio; por tanto los requerimientos de agua son menores a un hogar standar.
De todas maneras, AISA argumenta que el servicio de El Alto produce pérdidas a la empresa: solo recauda 5 millones Bs/año, que no cubren los gastos operativos: solo la necesidad de mantener la imagen de la empresa los mantiene en la zona.
SABSA. La Superintendencia de Saneamiento Básico se halla en proceso de "reinvención", luego de la Guerra del Agua; han cambiado gran parte del personal, incluido su titular, y mantiene un "perfil bajo". De todas maneras busca evitar una nueva Guerra del Agua, aunque reconoce la necesidad del incremento. Se observa cierto temor a AISA, la imagen de estar tratando con una de las transnacionales más grandes del mundo estará presente en las negociaciones. Se dice que carece de técnicos competentes que puedan cumplir adecuadamente su labor de regulación. 
HAM El Alto. Bajo la tutela del MIR, no creen que la rescisión sea la mejor solución, si no se llega a un acuerdo. Pero consideran que las metas de crecimiento no tomaron en cuenta el crecimiento vegetativo de El Alto; "El Alto ni siquiera firmó el contrato, menos participó en la negociación original", decía un funcionario municipal. Particularmente desean modificar el hecho que las metas de expansión no estan basadas en el real crecimiento demográfico.
Para el 2001 se estableció una cobertura de 82% y 41% en agua potable y alcantarillado respectivamente; en los hechos han llegado a una cobertura de 97,55 en agua y 52,48 en alcantrillado, dentro el area de la concesión. El problema es que el Alto se ha expandido más allá de los límites establecidos por la concesión, pero AISA no quiere atender estas zonas.
COR/FEJUVE. Duros críticos de la concesión. En noviembre del 2000 movilizaron a la población contra las tarifas y servicio de la empresa, inspirados en la experiencia de Cochabamba . Consideran que los sistemas condominiales son inadecuados para El Alto.
El sistema condominial es una experiencia originalmente desarrollada en el Brasil, que AISA la ha implementado en la ciudad de El Alto, con financiamiento del BID, como proyecto piloto estrella. El sistema está pensado como un modelo de instalación pro-poor de agua potable y saneamiento, que busca reducir los costos e implica la participación de los pobladores en la instalación y mantenimiento del sistema. 
En el caso de El Alto, el modelo consiste en la instalación de sistemas de agua y alcantarillado que carecen de las tradicionales matrices en medio de las calles secundarias; las tuberias pasan por medio de la vivienda o la acera, con diámetro menor y van directamente a la tubería mayor en la calle principal. Los vecinos se encargan de mantener el sistema y el costo es un 30% menor al costo de instalación normal.
Pero el sistema tiene varios problemas:
· Precio. Veamos el caso de un vecino en Villa Ingenio, una de las áreas donde se ha instalado el sistema 
	Conexión
	Agua
	Alcantarillado

	Total
	135
	105

	No de Cuotas
	60
	60

	Cuota mensual (con intereses)
	2,25 $US
	1,75 $US


Al margen el vecino pagó 45 Bs (6,6 $US) como aporte en materiales y puso su mano de obra en la instalación (5 días x 20 Bs = 100 Bs).
Adicionalmente este vecino debe realizar el mantenimiento de su sistema periodícamente 1día x mes x 20 Bs = 20 Bs/mes (2,9 $US) x 12 meses = 34,8 $US x 5 años = 174 $US
En los 5 años, este vecino gastará 135 + 105 + 6,6 +  174 = 420 $US, es decir ...% más del costo total del sistema convencional (335 $US), y donde el mantenimiento es obligación de la compañia.
· Consumo bajo. A pesar de los esfuerzos de AISA, el consumo de agua es muy bajo; los vecinos tienden a tener solo un punto de agua (normalmente en el patio), resistiendose a instalar sanitarios, duchas, lavanderías, por el mayor costo que les implicaría. Por otro lado, no se debe olvidar que esta es una ciudad doremitorio, por tanto la población solo llega para dormir.
· Declive del suelo. En El Alto no existe un adecuado declive, por tanto el arrastre de los desechos requiere mayor cantidad de agua. Como el consumo es bajo, son frecuentes los taponeamientos de la alcantarilla, generando malos olores, en muchos casos dentro la vivienda, pues, como hemos dicho en muchos lugares en muchos lugares la tubería pasa por medio de la vivienda. 
A mi juicio el condominial es un sistema que forma parte de los dispositivos de manejo jerarquico de las diferencias de las políticas (Crespo 2001a), por el cuál se reconoce el derecho de los pobres al acceso al servicio, pero con soluciones diferentes, en calidad y costo, "acorde a sus condiciones". En suma, solución para los pobres con calidad también para pobres.
A diferencia de la Coordinadora de Cochabamba, ni la COR, menos FEJUVE, tienen un adecuado conocimiento del contrato y el marco legal e institucional en el que se inscribe (Crespo y Fernandez 2001), por lo que se hallan en desventaja para negociar en mejores condiciones.
SAMAPA residual. El contrato, si bien ha dado en concesion los bienes de SAMAPA, existe este organismo para su fiscalización y protección. Duros críticos de la administración de AISA, consideran que el consorcio se halla en una estrategia para apoderarse de los bienes, sin que les cueste un peso, manipulando la depreciación de activos. 
2. Otros temas críticos del Contrato
2.1. Metas: por inversión o por número de conexiones?

Aparentemente la licitación original estaba basada en metas de expansión según inversión, pero estas fueron modificadas por metas según número de conexiones. Por que el cambio? Por los créditos blandos, concesionales (pensados para los pobres) que ya habían sido comprometidos por SAMAPA, previa a la concesión, que les permitía cumplir las conexiones. Para que traer nuevos capitales si ya existían esos créditos? De esta manera, la inversión con capital propia ha sido mínima, pues de los más de 70 millones de $US que se dice invirtió AISA en el presente quinquenio, 68 provienen de créditos blandos de la cooperación multilateral (Crespo 2001).
2.2. Concesión incluye fuentes de agua

La concesión incluye el “aprovechamiento de aguas” (2.2.), además de la prestación del servicio en el Area de concexión. Pero más aún, la concesión es de las cuencas, y no de fuentes específicas (anexo 4), donde se establecen aportes y caudales.
Además, la concesión autoriza al concesionario el aprovechamiento de “futuras fuentes que podrá solicitar...” (2.2.1.). El numeral 12 establece que AISA "debe tomar las medidas necesarias...para la obtención de nuevos cuerpos de agua naturales o artificiales, vertientes, pozos surgentes  o no, napas subterráneas, o cualquier otro recurso de Agua Cruda que sean necesarios para cubrir la ampliaciónon del servicio y para mantener las nuevas necesidades que surjan en el futuro...”. 
Se asume que estas fuentes no tienen dueños ni derechos de uso. La experiencia de Cochabamba mostró la importancia de respetar los "usos y costumbres" existentes en estas cuencas y fuentes. 
2.3. Permite la Comercialización de Agua
Si bien el punto 4.2. establece que el concesionario debe limitar sus actividades estrictamente a la prestación del servicio y actividades conexas al mismo”, estas deben sujetarse a las autorizaciones establecidas en el numeral 2.2., esto incluye “la venta de agua en bloque a terceros dentro y fuera del area de concesión, cuando no exista otro concesionario... (pero tambien cuando lo haya)” (2.2.10). Adicionalmente, se conoce de la existencia de una Resolución de la Superintendencia, autorizando a AISA la venta de agua cruda.
2.4. Derecho a Servidumbres

Para cumplir con sus con sus obligaciones, y facilite la prestación del Servicio, el concesionario tiene el derecho de “uso de bienes públicos y servidumbres sobre bienes privados” de acuerdo a lo establecido en la Ley de Aguas, marco regulatorio y otras normas aplicables (numeral 8.). Las expropiación de infraestructura, areas ha sido un tema conflictivo, como tambien enseseña la revuelta cochabambina.
2.5. Desagues pluviales no incorporados

El Contrato, si bien señala la atribución de atender los desagues pluviales (2.2.9.), el mantenimiento es solo de la red existente, a la fecha de inicio del servicio. “El Concesionario no tendrá la obligación de epandir, ni mantener la red pluvial la red pluvial que se construya a partir de la fecha de inicio” (13.9). En una ciudad donde cuyas laderas (la mayor parte de ellas zonas pobres), se hallan en alto riesgo de derrumbes durante la época de lluvias por los derrumbes, la inexistencia de una política de manejo pluvial es grave. Para AISA el tema pluvial no genera ganancias, por tanto no constituye una prioridad. El pasado año AISA perdió un juicio con SAMAPA residual, adeudando aproximadamente 30 millones de Bs, de los cuales 750 mil $US seran pagados en obras pluviales.
2.6. Contratación irregular

El numeral 9, referido a contrataciones señala que la concesionaria debe realizar licitaciones públicas para la ejecución de obras, cuando estas sobrepasen los 300000 $US: existen denuncias que AISA realiza invitación directa a empresas de su confianza, sin llenar los requisitos y normas establecidas (Guillermo Arroyo; IX-01).
2.7. Medición

Según el contrato, la concesionaria tenía un plazo entre 1.5 a 3 años para instalar medidores en el area de concesión, en el sector doméstico (anexo 10; numeral 1.1.); pero hasta hoy, gran parte de las instalaciones de El Alto carecen de medidores, lo que se traduce en tarifas más altas. Los vecinos de El Alto prefieren medidor, pues mientras con el sistema medido llegan a pagar entre 6 a 7 Bs, con el sistema no medido, donde pagan un promedio establecido por la empresa, pagan entre 12 a 15 Bs. No es casual que desde el inicio de la concesión, más bien se haya reducido el porcentaje de conexiones con micromedición, de 92,29% al inicio de la concesión, a 90,04 % a fines del 2000 (SISAB 2000:21).
2.8. Auditoria Externa y ODECO

El Auditor Externo, técnico y contable  es contratatdo por la misma empresa, quien certifica el cumplimiento de metas de epxnasión (Anexo 11; numeral 3). Asimismo ODECO es contratado por AISA, generando el riesgo de ser juez y parte y poniendo en duda la transparencia de la fiscalización y solución de quejas. De hecho, el índice de resolución de quejas se ha reducido, de 98,85 al inicio de la concesión, a 94% el año 2000 (SISAB 2000:21).
2.9. Confidencialidad

Si bien, AISA esta obligada a informar a la Superintendencia sobre sus actividades, y esta a su vez podrá publicar la información proporcionada por el concesionario, no se incluye “aquella información que, a solicitud del concesionario, haya sido calificada como confidencial, información privilegiada y secretos comerciales por el concesionario o que constituyan propiedad intelectual del concesionario o de terceros que tenga el carácter de restringida, confidencial o secreta” (14.1.1.). Obviamente en ella se halla el modelo financiero y los criterios para la elaboración de la estructura tarifaria, temas cruciales a la hora de negociar las nuevas metas y tarifas.
A su vez, según el numeral 14.3.1 el concesionario “no podrá proporcionar información confidencial relativa a la Super, de la cual conozcan, se enteren o tomen conocimiento directo en virtud de su patricipación en la licitación y celebración de este contrato”, particularmente se refiere a aquella información obtenida en la sala de datos, incluyendo entrevistas con personal autorizado y visitas de inspección a las instalaciones de SAMAPA. 
2.10. Pasivos Ambientales

Concesionaria no se hace cargo de pasivos ambientales existentes a la fecha de inicio (18.1.5.). Quien lo hará?. Los impactos ambientales acumulados por la gestión de SAMAPA, a través de las descargas en el rio Choqueyapu, no tendrán ningún tratamiento. 
Pero, en el tratamiento de aguas servidas tampoco se ha avanzando mucho; periodicamente AISA echa residuos de su planta de tratamiento de lodos al rio Choqueyapu, con residuos contaminantes sobre los cuales nadie se hace responsible: recien se tomaran medidas al respecto en el proximo quinquenio. tampoco AISA muestra interés en obligar a las industrias a cumplir reglamentos ambientales en sus descargas: "nosotros no contaminamos, lo hacen las industrias que no cumplen los reglamentos ambientales”, parece ser el lema. 
Incluye AISA los costos ambientales en su análisis financiero? No lo sabemos, pero por los antecedentes mencionados no lo parece.
2.11. Solución de Controversias

Si bien el contrato reconoce las leyes bolivianas, a la vez se reconoce el derecho de los accionistas y concesionario a recurrir a “mecanismos de resolución de controversias establecidos en tratados internacionales reconocidos por la República de Bolivia” (21.1.2.). Entre estas se hallan organismo como el tribunal de conciliación del Banco Mundial, frecuentemente utilizado en casos de conflictos; pero, si este organismo es socio de AISA, como podrá ser a la vez ser juez?.
2.12. Contrato por encima de otros acuerdos

Al ser considerado el contrato un documento completo, “no existen otras restricciones, promesas, declaraciones, garantías, estipulaciones u obligaciones diferentes de aquellas expresamente expuestas en el presente Contrato. Este Contrato reemplaza a todos los convenios y acuerdos, ya sean verbales o escritos, entre las partes con respecto al objeto de este contrato” (28.5). Es decir, cualquier acuerdo que logre la Superintendencia con las organizaciones o los municipios, AISA no está obligado a cumplirlo. Otra moraleja de la experiencia de Cochabamba.
2.13. Conclusion

Existen evidencias e indicios que el contrato fue negociado con demasiadas ventajas para el consorcio, perjudicando a los sectores más pobres, particularmente en El alto y laderas de La Paz y campesinos regantes. La población no fue consultada sobre los alcances y características del contrato, generando susceptibilidad y desconfianza en la empresa, particularmente en El Alto.
La negociación del próximo quinquenio será decisiva en el futuro de la permanencia, en la medida que las organizaciones populares y los municipios tengan un mejor conocimiento de los términos y alcances del contrato.
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AGUAS DEL ILLIMANI
INDICADORES DE GESTION
	INDICADORES
	AL INICIO DE LA CONCESION (1997)
	AL 31 DICIEMBRE 2000

	Comerciales
	
	

	Indice de Recaudación
	90,22 %
	116 %

	Indice de Reclamos atendidos
	98.85 %
	94 %

	Tarifa Media
	2,55 Bs/m3
	2,86 Bs/m3

	Técnicos
	
	

	Cobertura Servicio de Agua
	87,20 %
	98,25 %

	Cobertura Alcantarillado
	55,83 %
	74,76 %

	Cobertura Micromedición
	92,29 %
	90.04 %

	Control de calidad Agua Potable
	137,2 %
	461,07 %

	Indice de Agua no Contabilizada
	26,06
	27,56

	Dotación
	117 Lit/hab/día
	126 Lit/hab/día

	Administrativos
	
	

	No de empleados por c/ 1000 conex. AAPP
	3,36 emp/1000 conex
	1,80 emp/1000 conex

	No de empleados por c/ 1000 conex. Alcantarillado Sanitario
	5,38 emp/1000 conex
	2,87 emp/1000 conex

	No de empleados por c/ 1000 conex. AAPP y Alcant. Sanitario.
	2,07 emp/1000 conex
	1,11 emp/1000 conex

	Financieros
	
	

	Indice de Liquidez Corriente
	322,67 %
	32,24 %

	Indice de Endeudamiento
	48,78 %
	68,89 %


Fuente: SABSA 2000:21-22
	
	Componente

	Etapa del PSP
	Social
	Económico
	Regulatorio
	Técnico

	Diseño
	- Contar con información sobre los pobres (Gobierno y Regulación): Demandas, servicios que utilizan, cantidad que pagan, willingness to pay, barreras institucionales para mejorar el servicio
- Participación de pobres, en el nivel de consulta: niveles de servicio, estructura tarifaria, prioridades de expansión.
- Disusión. Información sobre supply options y nuevas tecnologías
- Políticas de inclusión social, con metas de expanasión explícitas a poor, y no metas de expansión unversales. Para ello, regularizar asentamientos para que pobres (ilegales) puedan acceder a servicios básicos, y flexibilidad en el diseño del servicio a los pobres (delimitar zonas geográficas).
	- Tarifas. No a las tarifas "sociales"/IBT, que generan inequidades y benefician a ricos. Con subsidio cruzado los m'as ricos pagan a los m'as pobres. Para ello: subsidios pro poor y allow cosumer choice of service.
- Ganancias del operador. Analizar origen de sus ganancias (TIR). Modelo financiero.
	- Regulación pro-poor. Orientada a responder a necesidades de pobrres. Diseño de PSP pro poor.
- Información sobre los efectos de sus decisiones sobre los pobres. Estudios, evaluaciones.
- Consulta. Establecer mecanismos para oir a los poor consumers.
- Modificar standares rígidos. Basic potability.
- Permitir el funcionamiento de sistemas alternativos. Prevenir explotación de groundwater by industry, pero allow hand pump tubewells of the poor, si ellos proveen reliable y affordable servicio. Permitir sistemas alternativos, regulando el Mercado entero para optimizar opciones que beneficien a los pobres. Promover competencia de compañias y otros sistemas (aguateros o low cost pping)
- Regular calidad de estos múltiples servicios
- Permitir que usuarios escojan segun calidad y precios del servicio
	- Standares mínimos en PSP arrangements, desirable and feasible.

	Implementación
	- Difusión. Información al cliente: demanda, prices, servicios financieros, que servicios tirnrn acceso y que tipo de asistencia pueden recibir
- Organizar grupos, de apoyo a la comunidad.
- Educación para que pobres sean "buenos clientes": pago de bills,, report leakes, water conservation. 
- Partnership con ONG, CBO, operadores privados y gobierno local
- Participación comunal en soluciones tecnológicas pro poor.
	- Microcrédito. Par que poor puedan acceder al servicio. ONG's tiene un rol potencial
- Financiamiento de nuevaqs conexiones. Evaluar si nuevas conexiones vienen de su plata o fondos públicos.

	- Auditorias especiales evaluando si el contratista cumplió contractual obligations for service to the poor
- Consulta ciudadana sobre caidad de PSP arrangements. Acceso de pobres a proceso regylatorio.
- Elaborar indicadores de performance pro-poor, based on consumer satisfaction.
	- Affordability. Implementar sistemas que puedan pagar los pobres.
- Innovación tecnológica en el servicio. Sistemas condominiales, shared tankers, etc.


� Tanto Omar Fernandez como Oscar Olivera, de la Coordinadora de Cochabamba, mantuvieron contactos con dirigentes alteños, aunque sin llegar a cristalizarse organizativamente (O. Fernandez; comunicación personal). 





